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Ref : Su solicitud de concepto1
Se basa la solicitud de concepto en responder las siguientes inquietudes relacionadas con el procedimiento de cobro coactivo que adelanta la SSPD, teniendo en cuenta que la protección legal de que trata el Estatuto Tributario se circunscribe a las actuaciones de orden procesal contenidas en el expediente en la etapa de cobro. 
1. ¿De que forma ha sido aplicado el numeral cuarto del artículo 829 del Estatuto Tributario en los procesos de cobro de obligaciones a favor de la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, desde que entró en vigor la Ley 1066 de 2006 y cuál ha sido su sustento?
1. ¿Que efecto tiene la existencia de demandas de las que trata dicho numeral frente a las acciones de cobro que ha adelantado la entidad en vigor de la Ley 1066 de 2006 y cual ha sido su sustento?
Antes de responder sus inquietudes, es preciso señalar que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a un derecho de petición en la modalidad de consulta, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, constituyen orientaciones y opiniones o puntos de vista de carácter general, que no comprenden la solución directa de problemas específicos, ni el análisis de situaciones particulares. 
Hecha la anterior precisión, respondemos sus inquietudes en los siguientes términos:
1. Antecedentes Normativos
Con la expedición de la Ley 1066 de 2006, conforme al artículo 5, las entidades públicas que tengan a su cargo el recaudo de rentas y caudales públicos, tienen jurisdicción coactiva para hacer efectivas las obligaciones exigibles a su favor y para estos efectos debe seguir el procedimiento descrito en el Estatuto Tributario.
Esta disposición ratificó lo señalado en el artículo 112 de la Ley 6 de 1992, que igualmente radicó en cabeza de las entidades públicas del orden nacional como Ministerios, Departamentos Administrativos, organismos adscritos y vinculados, la Contraloría General de la República y la Procuraduría General de la Nación, la potestad para hacer efectivos los créditos exigibles a su favor mediante la jurisdicción coactiva.
No obstante, la Ley 1066 de 2006 realizó un cambio normativo en cuanto al procedimiento que debe seguirse para hacer efectivos los créditos a su favor, remitiendo dicha actividad al Estatuto Tributario. Es importante recordar que antes de dicha disposición, el Decreto 2174 de 1992, reglamentario del artículo 112 de la Ley 6 de 1992, estableció que los cobros de jurisdicción coactiva debían ceñirse a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.
Frente a lo anterior, surge la inquietud en el sentido de que en materia de procedimiento para el cobro coactivo, el artículo 829 del Estatuto Tributario establece dentro de la ejecutoria de los actos administrativos que sirven de fundamento al cobro, que los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido en forma definitiva según el caso.
Correlativo a esta disposición, el artículo 831 del mismo Estatuto consagra dentro de las excepciones contra el mandamiento de pago la interposición de demanda de restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
Respecto de lo anterior, aparentemente se incluye una nueva regla sobre la fuerza ejecutoria de los actos administrativos, consistente en que para poder iniciar el procedimiento coactivo y buscar el pago de sumas de dinero adeudadas a favor de la Nación, se debe esperar a que los recursos interpuestos en la vía gubernativa o las acciones de restablecimiento del derecho o de revisión de impuestos se hayan decidido en forma definitiva, según el caso.
Si la respuesta es positiva, necesariamente esta tesis nos llevaría a concluir que los actos administrativos de cobro debidamente ejecutoriados conforme a lo dispuesto en el artículo 62 del Código Contencioso Administrativo no son “suficientes” para adelantar su cobro y que aquellos asuntos que no se debatieron dentro de la oportunidad legal durante el trámite de los recursos respectivos “podrán debatirse en una nueva oportunidad procesal”, contraviniendo lo dispuesto en el artículo 68 del CCA y el 561 del CPC que predican en su orden que los actos administrativos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por si mismos, para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento y que en el proceso de ejecución por jurisdicción coactiva no podrán debatirse cuestiones que debieron ser objeto de recursos por la vía gubernativa. 
Ahora bien, desde el punto de vista jurisprudencial2 y doctrinario3 no existe uniformidad en cuanto a los efectos de la aplicación del numeral 4 del artículo 829 del Estatuto Tributario en el sentido de que para algunos tiene efecto suspensivo frente al acto administrativo debidamente ejecutoriado y para otros es un requisito que impide la ejecutoria del acto administrativo objeto de cobro en jurisdicción coactiva.
Un análisis adicional efectuado a la jurisprudencia citada, involucra la naturaleza de los actos en el sentido que se trata de actos de naturaleza tributaria4.
2. Naturaleza Jurídica de los actos de la SSPD
Por mandado del artículo 370 de la Constitución Política, a la Superintendencia de Servicios Públicos se le encomendó el ejercicio de las funciones presidenciales de control, inspección y vigilancia de las entidades que presten los servicios públicos domiciliarios.
Tal actividad implica los componentes de potestad de mando y potestad coercitiva. La primera, para adoptar las medidas tendientes a garantizar la eficiencia de los servicios públicos domiciliarios, en términos de calidad, transparencia y oportunidad; la segunda, instrumento propio de la intervención estatal, que le impone actuar por las violaciones contra la ley y los actos administrativos que sujetan la actividad del referido servicio.
En este orden de ideas, la sujeción a este régimen especial, ha sido entendida por la jurisprudencia5 como la contrapartida necesaria frente a los derechos y prerrogativas de autoridad pública que se reconocen tanto a la superintendencia de servicios públicos como a las empresas de servicios públicos domiciliarios, y, como herramienta de la intervención estatal orientada a controlar que la relación jurídica entre el usuario y la empresa cumpla el cometido que se concreta en el derecho a la prestación legal del servicio.
Es por lo anterior, que los actos de la Superintendencia de Servicios Públicos son distintos a los actos de naturaleza tributaria referidos en el punto anterior. 
Manifestación de la potestad de mando y coercitiva de la Superintendencia de Servicios Públicos la constituyen las contribuciones previstas en el artículo 85 de la Ley 142 de 1994, suya génesis es de naturaleza compensatoria y los actos sancionatorios a las empresas de servicios públicos domiciliarios. 
De lo anterior se tiene que por disposición constitucional y legal corresponde a la Superintendencia de Servicios Públicos la determinación de la liquidación de la contribución especial correspondiente como una contraprestación al servicio de inspección, control y vigilancia a que están obligadas las entidades sometidas a tales servicios, aspecto que la diferencia de los tributos, cuya característica principal es su carácter impositivo y no retributivo. 
Así mismos, son de naturaleza distinta los actos administrativos sancionatorios y los demás actos administrativos que son objeto de cobro por parte de la SSPD, cuyo origen generalmente proviene del incumplimiento de normas legales vigentes a las cuales se sujetan personas que poseen la calidad de “prestadores de servicios públicos” y que además tiene una finalidad distinta en cuanto sanciona tal incumplimiento en virtud de facultades constituciones y legales de vigilancia y control, radicadas en una entidad de naturaleza especial por la Constitución de 1991, en procura de la protección del suscriptor o usuario.
Por tanto, no debe perderse de vista que la autorización legal para ejercer el poder coactivo a la SSPD se refiere al cobro de recursos que provienen de funciones netamente administrativas y no tributarias, confiadas por el legislador de modo expreso a una entidad de naturaleza especial como es la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
3. Prevalencia del Derecho Sustancial
Conforme a lo anterior, los actos administrativos objeto de cobro por parte de la SSPD son suficientes en virtud del derecho sustancial consagrado en la Ley 142 de 1994, en el Código de Procedimiento Civil y demás disposiciones que la facultan para su cobro, razón por la cual los procedimientos para su ejecución se constituyen en un medio para su realización, pero no para la discusión sobre su legalidad.
Precisamente, el principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental y/o formal, está consagrado en nuestra Constitución Nacional en el artículo 228, el cual contempla que en las actuaciones de la administración prevalecerá el derecho sustancial. Este principio busca que las formalidades no impidan el logro de los objetivos del derecho sustancial, y siempre que el derecho sustancial se pueda cumplir a cabalidad, el incumplimiento o inobservancia de alguna formalidad, no debe ser causal para que el derecho sustancial no surta efecto.
El principio de la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, va de la mano con el principio de eficacia consagrado por el artículo 3 del Código Contencioso Administrativo, el cual contempla:
“En virtud del principio de eficacia, se tendrá en cuenta que los procedimientos deben lograr su finalidad, removiendo de oficio los obstáculos puramente formales y evitando decisiones inhibitorias. Las nulidades que resulten de vicios de procedimiento podrán sanearse en cualquier tiempo a petición del interesado”.
En este orden de ideas, es claro que todo funcionario público, debe actuar siempre considerando que las formalidades no pueden entorpecer la consecución del objetivo perseguido por una norma sustancial. En estos casos se debe tener presente el espíritu de la ley, y por consiguiente, los contenidos de fondo deben prevalecer sobre las simples formalidades. En este orden de ideas, la entidad no puede desconocer este principio cuando el objetivo del derecho sustancial se ha conseguido, en donde deben prevalecer los hechos de fondo.
Los actos administrativos propios de la SSPD son el resultado de procedimientos administrativos y por tanto el investigado no es sometido al ejercicio de la función jurisdiccional del Estado sino a la función administrativa, previstos en el Título VII de la Ley 142 de 1994. 
Ahora bien, el Título VIII del Estatuto Tributario denominado “Cobro Coactivo”, desarrolla desde los artículos 823 al 843-2 el procedimiento de cobro de deudas fiscales, retenciones, intereses y sanciones de competencia de la DIAN, como de manera expresa lo señala el artículo 823. 
En este orden de ideas, considerar la aplicación del numeral 4 del artículo 829 del Estatuto Tributario como un requisito adicional para la ejecutoriedad de los actos administrativos objeto de cobro que emite la SSPD, sacrificaría los derechos y prerrogativas de autoridad de vigilancia y control que se reconocen a la Superintendencia de Servicios Públicos como herramienta de la intervención estatal en los servicios públicos domiciliarios.
Sostener una posición distinta sería desconocer el derecho sancionador radicado en cabeza de la Superintendencia de rango Constitucional y legal, el cual se tornaría ineficaz puesto que sus actos requerirían antes de su efectividad, el pronunciamiento de la justicia contencioso administrativa que señale la legalidad de la sanción y del procedimiento a que fue sometido o de la decisión proferida por parte de la SSPD. 
Lo anterior, por cuanto las disposiciones que integran el ordenamiento jurídico en lo que atañe a trámites y procedimientos están puestas al servicio del propósito estatal de realizar materialmente los supremos valores del Derecho, y no a la inversa. O, en otros términos, las formas procesales no se justifican en sí mismas sino en razón del cometido sustancial al que propende la administración de justicia. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca6 respecto de la exigibilidad de los actos administrativos expuso:
“Indudablemente, la condición de exigibilidad se produce directamente del carácter ejecutorio innato de los actos administrativos y referida a su capacidad de producir efectos jurídicos y de hacerse eficaces a través de los poderes de ejecución que nuestro ordenamiento le reconoce a la Administración, tanto para darlos a conocer como para hacerlos efectivos unilateralmente...
(...) La posibilidad de ejecutar el acto presupone la firmeza del mismo y el previo agotamiento de los procedimientos dirigidos a su exteriorización (notificación o publicación según el caso), los que una vez observados facultan a la Administración para imponerlos aún en contra de la voluntad de sus destinatarios y haciendo uso de los mecanismos necesarios para ello”. 
En el mismo sentido, la Corte Constitucional7 señaló:
“... está circunscrita a la facultad que tiene la administración de producir los efectos jurídicos del mismo, aún en contra de la voluntad de los administrados. La fuerza ejecutoria de los actos administrativos, es decir, su ejecutividad, depende entonces de dos aspectos fundamentales: la presunción de legalidad del acto administrativo, siempre que no haya sido desvirtuada y su firmeza, que se obtiene según el Decreto 01 de 1984, cuando contra los actos administrativos no proceda ningún recurso, o los recursos interpuestos se hayan decidido, o no se interpongan recursos o se renuncie expresamente a ellos, o cuando haya lugar a la perención, o se acepten los desistimientos.
Así, el acto administrativo tiene fuerza ejecutoria, produce sus efectos jurídicos, una vez ha quedado en firme luego de cumplir con los requisitos de publicación o notificación ,y cuando no queda por resolver recurso alguno en su contra. Debe entonces la Administración proceder a cumplir y a hacerlo cumplir ...”
En consecuencia, la condición de exigibles de los actos propios de la SSPD se produce directamente del carácter sancionatorio y administrativo de sus actos, que conlleva la característica de ejecutoriedad fundamentada en la presunción de legalidad del acto administrativo, siempre que no haya sido desvirtuada y su firmeza, producto de que contra dichos actos administrativos no proceda recurso, o los recursos interpuestos se hayan decidido, o no se interpongan recursos o se renuncie expresamente a ellos, o cuando haya lugar a la perención, o se acepten los desistimientos.
En este orden de ideas, dadas las condiciones anteriores, tales actos son suficientes y tienen la capacidad de producir efectos jurídicos y de cumplirse a través de los poderes de ejecución y las facultades de cobro que nuestro ordenamiento le reconoce a la Administración, tanto para darlos a conocer como para hacerlos efectivos unilateralmente.
Por otra parte, es importante tener en cuenta que la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho constituye una circunstancia que depende enteramente de la voluntad del administrado, quien a su arbitrio decide si debe acometerla o no. Por tanto, la ejecutoria del acto propio de la Superintendencia se encontraría en una situación de efectividad indefinida mientras el administrado decide o no demandar el acto.
4. Conclusiones
· Los actos que expide la SSPD son “suficientes” para adelantar su cobro y su firmeza se produce cuando se resuelven los recursos, sin que requieran para su ejecutoria la decisión mediante sentencia de las demandas interpuestas contra ellos. Entender cosa distinta, es atentatorio del principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental y de la especial naturaleza de la SSPD y de sus actos. 
· El numeral 4 del artículo 829 del Estatuto Tributario no significa un requisito adicional para que se entiendan ejecutoriados los actos administrativos objeto de cobro, sino que la interposición de demandadas ante la jurisdicción contenciosa administrativa y su admisión, suspenden el proceso de cobro, con la consecuente acción de levantamiento de medidas cautelares y su interrupción en la prescripción de la acción de cobro, hasta tanto no se produzca la sentencia.
· Una vez probada la excepción de interposición de demanda de nulidad y restablecimiento del derecho con la “admisión” de la misma, dicha situación apareja la “suspensión” del proceso de cobro hasta que se produzca el fallo respectivo, puesto que el título ejecutivo existe como tal, lo que ocurre es que el proceso de cobro se suspende por prejudicialidad conforme a lo previsto en el artículo 170 del CPC.
· Como consecuencia de lo anterior, en virtud del principio de legalidad del acto, a pesar de encontrarse demandado en nulidad y restablecimiento del derecho, se produce mora en el pago y cobro de intereses hasta que se produzca la cancelación total de la obligación.
· En virtud del inciso 2 del artículo 170 del CPC., La prejudicialidad que se origina con la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho trae consigo la suspensión temporal de la competencia de la SSPD hasta tanto se decida el proceso. Esto trae como consecuencia la interrupción de la prescripción.
· Una vez conocido el fallo, la entidad debe expedir un auto de reanudación del proceso de cobro, de conformidad con el artículo 171 del CPC.
· La Ley 1066 de 2006 fue publicada en el Diario Oficial No. 46344 del 29 de julio de 2006. En este orden de ideas, todos los títulos creados y exigibles antes de dicha fecha, se encuentran amparados bajo el principio de seguridad jurídica, por lo cual los efectos de la remisión al procedimiento del Estatuto Tributario y la ejecutoria de los actos a la cual se refiere el artículo 829 del Estatuto Tributario en manera alguna generan controversia. 
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index

 HYPERLINK "http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index" \t "_blank" . Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica.
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